Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto que adiciona el artículo 242 del Código Penal para el Estado de Coahuila, con relación a la responsabilidad médica, planteada por los Diputados Ramón Díaz Avila y Francisco Ortiz del Campo.

Dictamen presentado por la Comisión de Justicia, con relación a una solicitud de intervención del Congreso del Estado, en un proceso judicial que se tramita en el Juzgado Primero de Primera Instancia en materia penal del Distrito Judicial de Sabinas.
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, relativo a la Iniciativa de Decreto que adiciona el artículo 242 del Código Penal para el Estado de Coahuila, con relación a la responsabilidad médica, propuesta por los diputados Ramón Díaz Ávila y Francisco Ortiz del Campo; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día, 3 de mayo del año en curso, se dio segunda lectura a la Iniciativa de Decreto que adiciona el artículo 242 del Código Penal para el Estado de Coahuila, con relación a la responsabilidad médica, propuesta por los diputados Ramón Díaz Avila y Francisco Ortiz del Campo.

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión y a la de Salud y Desarrollo Comunitario, para estudio y dictamen; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 41 y 42 apartado I, de la anterior Ley Orgánica del Congreso del Estado y Quinto Transitorio de la vigente, 

SEGUNDO. Que la Iniciativa para adicionar el artículo 242 del Código Penal para el Estado de Coahuila, con relación a la responsabilidad médica, propuesta por los diputados Ramón Díaz Ávila y Francisco Ortiz del Campo se basa en las consideraciones siguientes: 

Uno de los más recurrentes problemas que se presentan para miles de familias que tienen el infortunio de requerir de los servicios médicos que prestan las diferentes instituciones de salud del ámbito publico y privado, es lo referente al pago de las cuotas de recuperación, por concepto del servicio que recibieron. ... 

De ninguna manera la presente Iniciativa pretende eximir a persona alguna de la obligación contractual contraída con una institución de salud sobre el pago de un servicio recibido, pero si tipificar como delito el secuestro de personas en que incurren recurrentemente personal de algunos hospitales o centros de salud para lograr la recuperación de los adeudos por la prestación del servicio. 

Sin embargo entendemos que las deudas monetarias están reguladas por la legislación civil, existiendo un diferente camino legal para la recuperación de los diversos gastos que se originan por la prestación y obtención de un servicio de salud y la retención o secuestro de un paciente es violatorio a las garantías constitucionales que tutelan los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Situación similar se presenta por la ilegal retención de cadáveres en que incurren algunas instituciones prestadoras de los servicios de salud y/o Funerarias aduciendo motivos de falta de pago de las cuotas de recuperación, costo de servicios, etc.

De igual forma resulta violatorio a la constitución y a la ética profesional el negarse aprestar un servicio de salud aduciendo la falta de pago cuando el caso amerita urgencia en la atención. 

Otro de los aspectos que incorpora la presente Iniciativa es incorporar al texto punitivo penal como delito el relativo al hecho en que incurren frecuentemente los responsables, encargados, empleados o dependientes de una botica o farmacia, que al surtir una receta sustituyan la medicina específicamente recetada por otra que cause daño o sea evidentemente inapropiada al padecimiento para el que se prescribió. 

Por último, se propone incorporar la imposición de una sanción privativa de la libertad y multa a los que sustraigan órganos o partes del cuerpo humano sin la autorización de quien corresponda dada y sin los requisitos legales. 

TERCERO. El artículo 242 del Código Penal, cuya adición proponen los autores de la iniciativa, se encuentra ubicado en el Capítulo Sexto, relativo a la Responsabilidad Médico Legal, del Título Tercero referente a Delitos Contra la Administración de Justicia. 

Marc, citado por Guillermo Uribe Cualla1 define la medicina legal como la aplicación de los conocimientos médicos a aquellos casos, de procedimiento civil o criminal que pueden ser aclarados por ellos.

Así pues, de la definición dada y de la ubicación del tipo penal que nos ocupa, podemos inferir que la responsabilidad médico legal a que dicho precepto penal se refiere, se produce en todos aquellos supuestos en los que media un procedimiento, civil o penal, en los que se requiere el auxilio de peritos en medicina. 

Establecido lo anterior, y de acuerdo con la exposición de motivos que apoya la adición que se propone, esta no corresponde a supuestos referentes a delitos contra la administración de justicia, sino a situaciones en las que médicos e instituciones involucradas con la salud, ejercen presión sobre sus pacientes y sus familias para cobrar los honorarios devengados por sus servicios, conducta que podrá tipificar algún otro delito, pero no uno referente a la administración de justicia, por lo que los supuestos que en ese sentido se contemplan, están totalmente fuera de lugar; a vía de ejemplo, baste citar la adición prevista en el inciso "B", que corresponde a un delito expresamente tipificado por el Código Penal, al regular la Responsabilidad Profesional, cuyo artículo 278, establece la penalidad y figura típica de omisión de auxilio médico en caso urgente, mismo supuesto que se contempla en el aludido inciso " B" .

El aserto anterior adquiere mayor entidad, si se toma en consideración que también en esa adición se contemplan supuestos que nada tienen que ver con la responsabilidad médica, como es el caso de encargados de farmacias y boticas que sustituyen los medicamentos específicamente recetados. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

Por las razones apuntadas, y dado que la adición propuesta al artículo 242 del Código Penal no guarda relación con los delitos referentes a la administración de justicia ni mucho menos con la responsabilidad médico legal, no es el caso de incluir esos supuestos dentro del precepto antes mencionado, amen de que, algunos de ellos expresamente se encuentran ya tipificados en el Código Penal. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Tamez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Thelma Guajardo Villarreal, Dip. Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, Saltillo, Coahuila, a 20 de junio de 2005. 
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DICTAMEN de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura relativo a la solicitud de intervención de este Congreso en el Proceso Judicial No. 40/2002 que se tramita en el Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Sabinas.

R E S U L TA N D O

UNICO: Que por acuerdo de la Diputación Permanente en fecha 02 de agosto del 2004 se dispuso que se turnara a la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura los documentos que se enuncian en el considerando segundo de este dictamen. 

CONSIDERANDO

PRIMERO: Que esta comisión es competente para conocer del asunto en cuestión en virtud de lo dispuesto por los artículos 99 y 107 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO Que fueron turnado a esta comisión para sus análisis y estudio los siguientes documentos: 

1. Copia simple de escrito signado por el C. Arnulfo Guajardo Montenegro dirigido a la Diputación Permanente de este Congreso en el cual agradece la labor de gestoría del Diputado Ramiro Flores Morales ante el Tribunal Superior del Justicia, en relación con un proceso judicial de que es parte; solicita además la intervención de la Diputación Permanente a efecto de que pedir al Tribunal Superior de Justicia que intervenga en el referido proceso judicial que se sustancia ante el Juez de Primera Instancia en materia Penal Del Distrito Judicial de Sabinas y valore las pruebas que a su juicio no se consideraron en dicho proceso.

2. Copia simple del oficio 461/2005 derivado del Toca Penal 46/2005 de la Secretaría de Acuerdo y Trámite del Tercer Tribunal Unitario de Distrito de fecha 30 de mayo de 2005 dirigido al Juez de Primera Instancia en materia penal del Distrito Judicial de Sabinas en el cual le envía copia certificada de la resolución emitida por el Tribual Unitario en relación con un recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Publico en contra del auto que niega la orden de aprensión solicitada dentro de los autos del proceso penal 40/2002. 

3. Copia simple del oficio No. 547/05 de fecha 30 de Junio de 2005 emitido por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia el cual dirige al Diputado Ramiro Flores Morales y da cuenta de la situación procesal en la que se encuentra el proceso penal no. 40/2002 que se sigue en contra de Eleonor Estela Rodríguez Najera y otros, por el delito de fraude en contra del C. Arnulfo Guajardo Montenegro. 

4. III.- Copia simple de la resolución del Toca Penal 46/2005 de fecha 26 de Mayo de 2005 dictada por el Tercer Tribunal Unitario de Distrito en el Estado con residencia en la ciudad de Monclova, en el cual se confirma el auto que niega la orden de aprehensión dictada por el Juez de Primera Instancia en materia penal del distrito judicial de Sabinas dentro de la causa penal No. 40/2002 que por el delito de fraude cometido en agravio de Arnulfo Guajardo Montenegro se instruye a la inculpada Eleonor Estela Rodríguez Guerra. 

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión nos avocamos a analizar los documentos de referencia, los cuales hacen referencia a diversas actuaciones de un proceso penal. El compareciente solicita la intervención de este Congreso con la finalidad de exponer su queja y que se le solicite al Juez de Primera Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Sabinas para que dentro de los autos del proceso penal 40/2002 realice el análisis y valoración debida de las pruebas que fueron ofrecidas y dictamine en forma imparcial. Respecto a la solicitud de que este Congreso Intervenga en los términos expuestos es necesario precisar se hace notar que este Congreso carece de facultades para injerir en la administración de justicia toda vez que estas atribuciones son propias y exclusivas del Poder Judicial, a fin de ilustrar lo anterior es necesario remitirnos a los dispuesto en el primer párrafo del articulo 135 de la Constitución Política del Estado de Coahuila "El Poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal Electoral, en los Tribunales Unitarios de Distrito, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en un Consejo de la Judicatura y en los demás órganos jurisdiccionales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.", de la anterior trascripción se deduce que son actos propios de otro poder distinto al Legislativo y a fin de evitar invadir la esfera competencial, este Congreso carece de facultades de intervenir en una actuación de impartición de justicia. 

CUARTO.- Que este H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza respetuoso del Estado de Derecho Mexicano y de los demás poderes del estado considera que sólo mediante los causes legales es como se podrá conocer la verdad legal del asunto, y por tanto que debe dejarse a la Instancia del Poder Judicial correspondiente la determinación de negar u obsequiar la orden de aprehensión solicitada por el Ministerio Publico dentro de las actuaciones de la causa penal a que se ha hecho referencia.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura proponemos al Pleno el siguiente proyecto de: 

ACUERDO

PRIMERO: Respecto a la solicitud de que este Congreso solicite al C. Juez de Primer Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de Sabinas que realice su actuación en forma imparcial y valorando debidamente los medios de convicción aportados dentro de los autos del Proceso Penal 40/2002, se determina que éste Congreso del Estado de Coahuila es incompetente para conocer y atender la petición mencionada por los motivos expuestos en el considerando tercero del presente dictamen. 

SEGUNDO.- Notifíquese el presente acuerdo al C. Arnulfo Flores Arizpe.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Justicia de la Quincuagésima Sexta Legislatura. 
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Saltillo Coah. a 30 de Agosto de 2005
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